[image: image1.png]



INFORME DE LA ASESORÍA JURÍDICA DEL CERMI ESTATAL SOBRE LA REGULACIÓN DEL CONCIERTO SOCIAL EN LA LEY 9/2016, DE 27 DE DICIEMBRE, DE SERVICIOS SOCIALES DE ANDALUCÍA
En siete Comunidades Autónomas de distinto signo político se han regulado los conciertos sociales, para la prestación de servicios públicos de carácter o naturaleza social (Ver Anexo I).

Tato el CERM Estatal como los CERMIS Autonómicos ha promovido activamente la adopción de esta regulación, pues un asunto que está en la agenda política de la sector de la discapacidad en posición primordial. 

La primera -la del País Vasco- se remonta al año 2008, la segunda es la de las islas Baleares, siendo aprobada en el año 2013, y las cinco restantes se aprobaron en el 2015 y en el 2016.

Ahora le toca el turno a Andalucía. El título IV de la Ley 9/2016, de 27 de diciembre, de servicios sociales de Andalucía, que se divide en cinco capítulos, trata de la regulación de la iniciativa privada y social en la provisión de servicios sociales en Andalucía, reconociendo su papel en la configuración del sistema público mediante relaciones de colaboración admitidas en ley. Esta regulación es novedosa en Andalucía toda vez que la Ley 2/1988, de 4 de abril, no entró a ordenar este sector. Como principal novedad, se incluye la figura del concierto social, cuya especificidad radica en la singularidad de los servicios sociales que se prestan. 
Al analizar el texto de esta Ley, lo primero que cabe reseñar es la vinculación de los conciertos al régimen de autorización administrativa. Así, el artículo 84, establece que las entidades que pretendan concertar plazas o servicios con la Administración de Servicios Sociales deberán contar con la correspondiente acreditación administrativa, en los términos que reglamentariamente se determinen. El artículo 85.3 estipula que las condiciones exigidas para la obtención de la acreditación administrativa deberán cumplirse mientras se encuentre vigente el régimen del concierto. Finalmente, el artículo 86 determina que la inscripción de las entidades, de los centros y de los servicios sociales será requisito para la celebración de conciertos, concesión de subvenciones o cualquier clase de ayuda de la Administración de la Junta de Andalucía en materia de servicios sociales.
Otro elemento importante a considerar es que los conciertos sociales se enmarcan en la regulación de la iniciativa privada y social que contempla la Ley de Servicios Sociales de Andalucía, en su Título IV, comenzando por enunciar entre las distintas fórmulas de organizar la prestación de los servicios del Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, la del régimen de concierto social previsto en esta ley (Art. 100.1), es decir fuera de la normativa de contratación del sector público. Junta a dicha fórmula novedosa, se citan otras: la gestión directa y la gestión indirecta en el marco de la normativa de contratación del sector público.
El tercer elemento a tener en cuenta es que, en cualquier caso (dentro o fuera de la normativa de contratación del sector público) se deben garantizar los principios de igualdad y no discriminación, publicidad y transparencia. (Art. 100.1).
Finalmente, el artículo 111 establece que las Administraciones Públicas podrán establecer con entidades de iniciativa social acuerdos de colaboración que recojan los conciertos, convenios o cualesquiera otras formas de colaboración que se suscriban.

Conciertos sociales

Resulta importante reseñar que la fórmula de concierto social puede ser no solo utilizada por la Administración Autonómica sino también por las entidades locales, ayuntamientos y diputaciones provinciales, y sus entidades instrumentales (Art. 100.3)

El capítulo II del Título IV de la Ley en cuestión regula de forma integral el concierto social, con las siguientes características:
- Concepto (Art. 101.1): Se entiende por concierto social el instrumento por medio del cual se produce la prestación de servicios sociales de responsabilidad pública a través de entidades, cuya financiación, acceso y control sean públicos.

- Prioridad de las entidades de iniciativa social (Art. 101.1): Las Administraciones Públicas de Andalucía con competencias en materia de servicios sociales, cuando existan análogas condiciones de eficacia, calidad y rentabilidad social, darán prioridad a las entidades de iniciativa social para la gestión de los servicios previstos en el Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía mediante el régimen de concierto social.

- Excepcionalidad de la concertación con entidades con ánimo de lucro (Art. 101.2): Excepcionalmente, en ausencia de entidades de iniciativa social que cumplan las condiciones establecidas en esta ley, las administraciones públicas podrán concertar con entidades privadas con ánimo de lucro.

- No aplicación de la normativa de contratación del sector público (Art. 101.3)

- Base plurianual de los conciertos (Art. 106)

- Objeto de los conciertos sociales (Art. 103): a) La reserva y ocupación de plazas para su uso exclusivo por las personas usuarias del Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, cuyo acceso al servicio venga autorizado por el órgano competente mediante la aplicación de los criterios de acceso previstos. b) La gestión integral de las prestaciones, programas, servicios o centros, a excepción de las de gestión pública directa contempladas en el artículo 44 de esta ley.

- Desarrollo reglamentario respecto los aspectos y criterios a los cuales han de someterse los conciertos sociales (Art. 101.4). Algunos se establecen directamente en la Ley, por ejemplo:


Artículo 102. Medidas de discriminación positiva.


Artículo 105. Requisitos de acceso al régimen del concierto.


Artículo 107. Formalización de los conciertos.

Gestión indirecta prevista en la contratación pública y cláusulas sociales
Como se ha dicho, la Ley permite también la gestión indirecta prevista en la legislación general de contratación del sector público. Ello es así (Art. 108) cuando por la naturaleza o por el carácter del tipo de prestación de servicios sociales, de responsabilidad pública, que se pretende concertar con la iniciativa privada no sea de aplicación motivada el régimen de concierto social.

Ahora bien, en tal caso (Art. 109.1) las Administraciones Públicas incorporarán, en los procedimientos de adjudicación de contratos para la gestión de servicios del Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales de Andalucía, de conformidad con la normativa básica, cláusulas sociales que hagan referencia, entre otros, al cumplimiento por parte de la entidad del requisito de atención continuada, durante el tiempo que se determine en función de la naturaleza del servicio, a personas, familias o grupos con necesidades similares a las de las personas destinatarias del servicio o centro cuya gestión se pretende adjudicar, debiendo otorgarse una consideración especial a su presencia previa en la zona en la que vaya a prestar el servicio. Estas cláusulas sociales constituirán un requisito para la adjudicación, no pudiendo valorarse como un simple mérito.

Especificidades en el caso de los contratos de gestión de servicios públicos (dentro de la normativa sobre contratación pública)
El Art. 109.2 de la Ley establece que, en el caso de los contratos de gestión de servicios públicos, las Administraciones Públicas darán prioridad, cuando existan análogas condiciones de eficacia, calidad y rentabilidad social, a las entidades sin ánimo de lucro. Para ello, se aplicarán criterios o medidas de discriminación positiva a favor de aquellas entidades. En dicho precepto se enumeran dichos criterios.
Convenios con la iniciativa social para la gestión de las prestaciones del Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales y acuerdos de colaboración
Finalmente, es importante señalar que la Ley, en su capítulo IV, regula (Artículo 110) los Convenios para la gestión de las prestaciones del Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales. Así:

Las Administraciones Públicas podrán celebrar convenios con entidades de iniciativa social con experiencia acreditada en la materia de que se trate para la provisión de prestaciones del Catálogo de Prestaciones del Sistema Público de Servicios Sociales en aquellos supuestos que, por razones de urgencia, la singularidad de la actividad o prestación de que se trate, o su carácter innovador y experimental, aconsejen la no aplicación motivada del régimen de concierto social. No obstante, serán de aplicación a dichos convenios las características y requisitos propios del régimen de concierto previsto en esta ley que no resulten incompatibles con su naturaleza.
 Enero de 2016.
Dr. Miguel Ángel Cabra de Luna

Director de los Servicios Jurídicos del CERMI Estatal
******
ANEXO I: OTRAS REGULACIONES DEL CONCIERTO SOCIAL
1. ARAGÓN: Decreto-Ley 1/2016, de 17 de mayo, del Gobierno de Aragón, sobre acción concertada para la prestación a las personas de servicios de carácter social y sanitario. (BOA 19/5/2016)

http://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=908389224040

2. ASTURIAS: Ley 9/2015, de 20 de marzo, de primera modificación de de la Ley 1/2003, de 24 de febrero, de servicios sociales (BOE 27/5/2015) Artículo único por el que se modifica el artículo 44 y se incorporan los artículos 44 bis a 44 octies en la Ley 1/2003, de 24 de febrero, de servicios sociales
https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2003-7404
3. CATALUÑA: Decreto-ley 3/2016, de 31 de mayo, de medidas urgentes en materia de contratación pública. (BOE 5/8/2016) Disposición adicional tercera.

https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2016-7564

4. GALICIA: Ley 8/2016, de 8 de julio, por la que se modifica la Ley 13/2008, de 3 de diciembre, de servicios sociales de Galicia. (DOG 12/6/2016) Artículo único por el que se modifican los artículos 29 y 33 y se incorporan los artículos 33 bis a 33 octies en la Ley 13/2008, de 3 de diciembre, de servicios sociales de Galicia.
http://www.xunta.gal/dog/Publicados/2016/20160712/AnuncioC3B0-080716-0002_es.html

5. ISLAS BALEARES: Ley 10/2013, de 23 de diciembre, de modificación de la Ley 4/2009, de 11 de junio, de servicios sociales de las Illes Balears (BOIB 31/12/2013) Se modifican los artículos 84 y 89, incorporándose los artículos 89 bis a 89 septies en la Ley 4/2009, de 11 de junio, de servicios sociales de las Illes Balears
http://www.caib.es/eboibfront/es/2013/8249/530975/ley-10-2013-de-23-de-diciembre-de-modificacion-de-

6. REGIÓN DE MURCIA: Decreto-Ley 2/2015, de 6 de agosto, por el que se modifica la Ley 3/2003, de 10 de abril del sistema de Servicios Sociales de la Región de Murcia (BORM 7/8/2015) Artículo único por el que se incorporan los artículos 7 bis y 25 bis a 25 nonies en la Ley 3/2003, de 10 de abril del sistema de Servicios Sociales de la Región de Murcia

http://www.borm.es/borm/documento?obj=anu&id=734826

Posteriormente reformado por la Ley 5/2016, de 2 de mayo, por la que se modifica la Ley 3/2003, de 10 de abril, de Servicios Sociales de la Región de Murcia (BOE 22/6/2016) Modifica el artículo 7 bis c) de la Ley 3/2003, de 10 de abril, de Servicios Sociales de la Región de Murcia

https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2016-6040

7. PAÍS VASCO: Ley 12/2008, de 5 de diciembre, de Servicios Sociales. (BOPV 24/12/2008) Artículos 61 a 68.

http://noticias.juridicas.com/base_datos/CCAA/pv-l12-2008.t5.html#a61
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